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	Obligatoriedad del registro de la escritura contentiva de la reformas.

Por manera que, ya desde el sistema consagrado en el C. Civil se tenía claro la existencia de principios registrales, es decir, de aquellas ideas fundamentales que servía de base al sistema inmobiliario:

(i)  servir de medio de tradición de los bienes inmuebles y demás derechos reales constituido sobre ellos (art. 756 C. Civil).

(ii) Servir de medio de prueba para la adquisición de los derechos reales relativos a inmuebles.

(iii) Publicitar los actos y contratos que trasladen el domino de los inmuebles o los graven o los limiten

(iv) revestir de autenticidad los actos o contratos así inscritos.

(v) Servir como medio de seguridad para negocios jurídicos sobre inmuebles.  

Luego, si el régimen de propiedad horizontal es, como lo dijo la  Constitucional en sentencia T-035 de 1997, ya citada, ese negocio jurídico mediante el cual las partes, en condiciones de igualdad, pactan libremente las estipulaciones correspondientes y deciden sobre los derechos disponibles, como a bien lo tengan, negocio jurídico que requiere inscripción, al mismo tiempo cualquier modificación que el a él se le hiciera antes de la ley 675 de 2001 exigía la misma requisitoria: Aprobación en asamblea de copropietarios, protocolización e inscripción en el registro inmobiliario, al fin de cuentas sigue siendo una limitación al dominio, y especialmente, en acatamiento de las normas registrales ya señaladas, que señalaban que actos estaban sujetos a registro, y desarrollaban los principios registrales de publicidad y el mérito probatorio. 

Resultada fallida la asamblea del 27 de marzo de 2009 por falta de quorum deliberatorio, debía darse aplicación al artículo 41 de la ley 675 de 2001, “Si convocada la asamblea general de propietarios, no puede sesionar por falta de quórum, se convocará a una nueva reunión que se realizará el tercer día hábil siguiente al de la convocatoria inicial, a las ocho pasado meridiano (8:00 p.m.),..” y al no hacerlo son nulas todas las decisiones tomadas en dicha reunión.


TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLIN

2020-041 

SALA CUARTA CIVIL DE DECISIÓN
Medellín, quince (15) de octubre de dos mil veintiuno (2021)

Se decide por la Sala Civil del Tribunal el recurso de apelación que interpusiera el apoderado judicial de Polivio Iral Coral Pantoja frente a la sentencia proferida el 13 de agosto de 2020 proferida por el Juzgado Dieciocho Civil del Circuito de Medellín, dentro del proceso abreviado de impugnación de actas de asamblea que promoviera en contra del Conjunto Comercial Almacentro Propiedad Horizontal. 
I. ANTECEDENTES 
1.  Solicitó el demandante que por vicios de forma (procedimiento para la celebración de la Asamblea Extraordinaria de la copropiedad del 27 de marzo de 2009 - Acta 300), se declare la nulidad absoluta de todas y cada una de las decisiones tomadas en esa asamblea, entre ellas la aprobación del presupuesto modulado que rige para el año 2009. Al mismo tiempo, que por vicios de fondo mencionados en los hechos de la demanda se haga la misma declaración anterior.

Como pretensión subsidiaria de la primera pretensión, solicitó la declaratoria de nulidad relativa; lo que reiteró como petición subsidiaria de la pretensión segunda principal, esto es que por vicios de fondo se decrete la nulidad relativa de todas las decisiones tomadas en la asamblea extraordinaria de 27 de marzo de 2009.

2. Como fundamentos para soportar la demanda se expresaron los siguientes supuestos fácticos:
a) El actor es propietario de varios inmuebles ubicados en el Conjunto Comercial Almacentro Propiedad Horizontal, entre ellos el distinguido con el folio real número 001-299131. La copropiedad se encuentra sometida al régimen de propiedad horizontal según Escrituras 6041 del 29 de noviembre de 1982 y 6420 de octubre de 1986, ambas otorgadas en la Notaría Quince de Medellín.

b) El 27 de marzo de 2009 se celebró Asamblea Ordinaria cuya Acta se publicó el 24 de abril de 2009 en la que ocurrieron los siguientes vicios de procedimiento (forma): i) La administradora participó efectivamente en la votación de las decisiones tomadas en la asamblea con un alto coeficiente de participación, por lo que se podría pensar que influenció indirectamente los demás votos emitidos por el resto de copropietarios Igualmente, en dicha asamblea, se tomaron decisiones que exigía mayoría calificada del 70% pues el presupuesto se aprobó en contravía del reglamento, afectando fondos de reserva que solo benefician a uno de los 3 módulos específicos en que se haya dividida la copropiedad. (ii) Como la asamblea convocada no pudo sesionar por falta de quorum, en los términos del artículo 41 de la Ley 675 de 2001, debió ser convocada para el tercer día hábil siguiente a las 8:00 pm y no para el mismo día 27 de marzo de 2009 a las 8:00 am. (iii) Gabriel Fernando Mejía votó con 6 poderes lo que es contrario al reglamento que solo permite representar hasta 5 inmuebles -sic-. (iv) No se realizaron las asambleas sectoriales a pesar de que en la citación estaba contenido este punto.

d) Se dijo que existían graves violaciones de fondo al reglamento de la copropiedad, pues el presupuesto presentado en la asamblea ordinaria no discriminó los módulos A, B y C con sus respectivos fondos de reserva B y C, lo que vulneró los artículos 12 a 16 y 25 del Reglamento de Propiedad Horizontal. Tampoco se respetó la normatividad relativa a la elaboración del presupuesto – artículos 30 literal -L-, 27, 95, además de que se han construido 19 locales comerciales con dineros del fondo provisional los que deben beneficiar a los inmuebles ubicados en el módulo de comercio, puesto que los propietarios de este módulo aportaron recursos para ello.

Se mencionaron también, como violaciones de fondo las siguientes: (i) No se respetó la composición estatutaria del Consejo de Administración; (ii) aparecen personas como asistentes y votantes en el Acta 300, pero no su registro en la lista inicial de asistencia que debe firmar cada propietario; (iii) el quorum expresado, 57.340% no se cumplió por cuanto Gabriel Fernando Mejía excedió las 5 propiedades permitidas en el reglamento; (iv) se aprobó la instalación de contadores de energía independientes para la Torre de Oficinas, afectando el fondo general de reserva en detrimento de los copropietarios ubicados en el sector de comercio; (v) se validaron retroactivamente decisiones adoptadas  en la Asamblea Extraordinaria de 25 de noviembre de 2008 que hacían referencia al presupuesto de dicho año, olvidando que un presupuesto no se aprueba en forma retroactiva; (vi) se aprobaron obras generales para ambos sectores, comercio y oficinas, tomando recursos indistintamente del fondo de reserva, sin tener en cuenta que deben dividirse por fondos especiales que beneficien a cada sector que haya contribuido para su conformación. 
3. La demanda fue admitida por auto de julio de 2009, como trámite abreviado de impugnación de actas de asamblea como señalaba para la fecha el Código de Procedimiento Civil. La providencia fue notificada a la parte demandada quien oportunamente a través de apoderado judicial indicó que el reglamento también había sido modificado mediante Escritura Pública 824 del 10 de mayo de 1999 de la Notaría Octava de Medellín. Que restados los coeficientes de los bienes privados pertenecientes a la persona jurídica Conjunto Comercial Almacentro Propiedad Horizontal, quedaría un quorum de 50,4029 por lo que las decisiones tomadas respetaron los artículos 41 y 45 de la Ley 675 de 2001. Además, no se tomaron en esa asamblea decisiones que implicaran quorum calificado.

Con relación a las asambleas sectoriales, solo fueron mencionadas en el artículo 72 de la Escritura 6420 de octubre 24 de 1986 para discutir políticas de la Junta de Administración (hoy Consejo de Administración) o medidas del administrador que pudieran afectar los intereses específicos de cada sector y solo creó una asamblea general de copropietarios a la que asignó las funciones que antes correspondían a las asambleas sectoriales.

Se opuso a las pretensiones de la demanda, formulando las excepciones de mérito de prescripción extintiva o liberatoria del sistema modular en cuanto al adecuarse el reglamento a la Ley 16 de 1985 las asambleas sectoriales fueron suprimidas y desde esa fecha han trascurrido más de 20 años y, la de falta de causa para pedir, por cuanto las decisiones tomadas en la asamblea de copropietarios del 27 de marzo de 2009 son producto de la voluntad de los copropietarios, y obedecen a las disposiciones legales y a las contenidas en el reglamento de propiedad horizontal que lo rigen.

II. SENTENCIA APELADA
En audiencia celebrada el 3 de agosto de 2020, el Juzgado Décimo Octavo Civil del Circuito de Medellín desestimó las pretensiones invocadas por la parte demandante, a la que condenó en costas. Para decidir de esa manera, luego de señalar los fundamentos de derecho que tendría en cuenta para la decisión del caso, indicó que lo que debía determinarse era si la asamblea del 20 de marzo de 2009 recogida en el Acta 300 del mismo año se había realizado por fuera de las previsiones de la Ley 675 de 2001 afectando las decisiones allí tomadas. Tras disertar sobre el proceso de impugnación de acta de asamblea, la propiedad horizontal, su tránsito legislativo, la asamblea general, su citación, quorum y decisiones, señaló que los presupuestos axiológicos de las pretensiones de la demanda, eran los siguientes: a) calidad de propietario en el actor, b) impugnación oportuna, c) la indicación detallada de los motivos por los que se debe anular las decisiones de la asamblea, y d) la ubicación de los hechos probados en una hipótesis de invalidez, nulidad absoluta o relativa, ineficacia o inexistencia.

Al encontrar acreditados los dos iniciales elementos o presupuestos axiológicos de la acción, señaló que los puntos a resolver eran los siguientes: 1. Si la convocatoria a segunda asamblea viola el artículo 41 de la Ley 675 de 2001 por haberse citado ante falta de quorum, para las 8:00 am del mismo 27 de marzo. 2. Si la administradora podía participar en la votación. 3. Si la destinación de bienes comunes o sensible disminución de su uso y su goce como se definió en la asamblea necesitaba mayoría calificada, y 4) Si la asamblea general desconoció las asambleas sectoriales de los módulos A, B y C.

Desarrolló los anteriores cuestionamientos, así (minuto 1:10:26 video contentivo de audiencia):

Indicó en primer lugar, que la copropiedad había surgido en virtud de la Escritura 641 del 29 de noviembre de 1982, la que había sufrido dos reformas a través de los actos escriturarios 6420 del 2 de octubre de 1986 y 824 del 10 de mayo de 1999, encontrando que si bien esta última no había sido inscrita en el registro mercantil “importante precisar que si bien es cierto a manera de principio y de parámetro general las reformas se deben inscribir, ello es necesario con la finalidad de brindar publicidad frente a terceros, los reglamentos -sic- o las reformas del reglamento de propiedad horizontal que son adoptados por la comunidad producen efectos al interior de esa comunidad de copropietarios”.
Pasó luego a analizar el contenido del Acta 300 indicando que, el artículo 41 de la Ley 675 de 2001 señala que la segunda convocatoria, o mejor la segunda asamblea debe realizarse al tercer día hábil siguiente a las 8:00 p.m., pero sin perjuicio de lo que diga el Reglamento, y la reforma del año 1999, Escritura 824 de 10 de mayo, dispuso en el artículo 64 que en caso de quorum fallido la Asamblea podría deliberar a la hora siguiente, esto es 8:30 a.m. con el fin de llegar a una segunda convocatoria y en el acta se lee que se inició a las 8:40 am (fl. 161 del expediente) operó entonces el reglamento interno, en tanto la norma legal es supletiva de la voluntad de las partes.

Con relación a la participación de la administradora con voz y voto resaltó que, si bien en el acta no se avizora su nombre, todos los copropietarios tienen derecho a participar y votar en la asamblea (artículo 37 Ley 675 de 2001) y efectivamente aquella como dijo Antonio J. Ospina Sanín participó y ejerció su derecho al voto pero, por disposición legal esa actuación no es nula, como sí prohíbe el artículo 37 del mismo cuerpo normativo a los miembros de la junta directiva, consejo de administración, revisor fiscal, representar en dicho acto a copropietarios. Concluyó indicando que no aparecía prueba en el sentido que la administradora hubiese influenciado a otros copropietarios a votar en la misma forma en que ella lo hizo.

Con relación a la vulneración del quorum calificado para aprobar ciertas decisiones en especial lo relativo a la Torre de Oficinas dijo que tal propuesta no había sido aprobada por falta de aquella mayoría calificada.

El último aspecto relativo al presupuesto y a las asambleas sectoriales lo resolvió a la par de manera negativa a partir del análisis del perito, Javier Ignacio Zapata Velásquez quien indicó la manera como a partir de los presupuestos históricos y de las necesidades, gastos de financiamiento, gastos operativos, profesionales  otros factores fue elaborado el proyecto de presupuesto para el año 2009 entregado a los copropietarios durante el tiempo en la convocatoria incluyendo el de ingresos y gastos para los módulos A, B y C.

III. LA APELACIÓN

Inconforme con la decisión, fue impugnada oportunamente apoderado del actor. quien manifestó que: 
“Actuando en mi condición de apoderado de la parte demandante dentro del proceso de la referencia y estando dentro de la oportunidad legal para hacerlo, en los términos del Art. 322 del C.G.P, procedo a formular los reparos concretos, de manera breve como lo exige la norma con respecto a las decisiones adoptadas en las decisiones de primera instancia; ello a manera de sustentación del recurso de apelación que le fue admitido dentro de la misma audiencia celebrada ante su despacho de fecha 3 de Agosto de 2020, ello más concretamente en los términos establecidos en el numeral tercero, inciso segundo de la citada norma. 

1. Nuestro primer reparo se centra en el hecho de que la pretensión primera, se pide la nulidad del acta de la asamblea ordinaria de fecha 27 de marzo de 2009, contenida en la memoria N. 300 y entre estos vicios estaban en forma taxativa, tal como se narraron en el hecho cuarto de la demanda: 

a. El haber participado la señora administradora con voto.

 b. El haberse celebrado la asamblea el mismo día en que no se tenía quorum sin convocar a una nueva reunión al tercer día hábil siguiente a la convocatoria inicial. 

c. El hecho de que el Señor GABRIEL FERNANDO MEJÍA, hubiese votado con 6 poderes, cuando solo podía representar a los propietarios de 5 inmuebles, incluido el propio. 

d. El no haberse celebrado asamblea sectorial previa a la general. Con respecto a estos vicios de forma, el despacho se refirió a la votación que hiciere la señora administradora dándola por valida y como precisamente en el Art. 322, numeral 3, inciso 2, del C.G.P, se exige que el reparo sea breve y preciso, manifestamos que respetamos mas no compartimos la posición del despacho y nos ratificamos en los argumentos ampliamente expuestos en el escrito de la demanda para controvertir el hecho de que no podría hacerlo, más concretamente en el Art. 52 de la escritura N. 6420 del 24 de octubre de 1986, que contrario también a lo afirmado por el despacho, era el único reglamento vigente al momento de presentarse la demanda, pues también contrario a lo afirmado por el despacho y la misma parte demandada, lo cual será objeto de pronunciamiento, en otro punto de reparo, la reforma de 1989, nunca fue inscrita en el certificado de libertad, por ende no gozo de publicidad y no obligaba a mi representado. 

Tampoco, se aplicó el Art. 41 de la ley 675 de 2001, la cual contrario a lo afirmado por el despacho, en razón de la jerarquía normativa, prima sobre los reglamentos, más si se tiene en cuenta que se está tratando de darle prelación sobre la misma a una disposición reglamentaria que nunca fue inscrita en los certificados de libertad de la copropiedad y que data del año 1989 por lo que debió de aplicarse el Art. 41 de la ley 675 de 2001 y no se hizo.

 No se produjo pronunciamiento alguno en la sentencia que recuerde, pues este escrito lo estoy elaborando con las notas que tome en la audiencia, ya que no dispongo de la grabación de la misma con respecto a la votación del señor GABRIEL FERNANDO MEJÍA, el cual no podía representar a más de 5 propietarios incluyéndose así mismo, tal como lo disponen los reglamentos contenidos en las escrituras públicas N. 6041 del 29 de noviembre de 1982, reformado o complementado por la escritura 6420 del 24 de octubre de 1986. 

De ninguna forma, las asambleas sectoriales estaban derogadas y no s ele dio aplicación al reglamento vigente que era el contenido en la escritura N. 6420 del 24 de octubre de 1986.

2. Todos los anteriores puntos de reparo cobran plena validez y vigencia y dan en mi concepto lugar a que prosperen las pretensiones bajo el entendido de que la escritura pública N. 8424 de fecha 10 de mayo de 1999 nunca se registró y al menos en el caso del demandante, este me afirma que vino a vincularse a la copropiedad en el año 1992, cuando un familiar suyo adquirió un inmueble en esta y nunca conoció el contenido de la citada reforma y al ser una reforma estatutaria, no tiene por qué obligarlo si no se publicito adecuadamente, por lo cual es una reforma que no obligo a ningún copropietario, ni tendría porque regir las reglas de la asamblea extraordinaria cuya acta y decisiones se impugnan en este proceso.

 3. El despacho realizo un análisis de las violaciones de fondo, amparándose en unos dictámenes periciales que fueron en su momento objetados por error grave por parte del suscrito y que recuerde, expresamente no se resolvió la objeción por error grave, al parecer se hizo tácitamente al darles validez y credibilidad, sin embargo, en esta instancia, solicitamos medie pronunciamiento de fondo con respecto a estas objeciones por error grave, ya que aun seguimos manteniendo la posición de que aparentemente el presupuesto aprobado era modulado como lo ordena el reglamento, pero que en la práctica no lo era, pues se violaron todas las normas reglamentarias citadas en el hecho quinto de la demanda.

 4. Otro punto de reparo, lo constituye el hecho de que en la pretensión cuarta, se pide la nulidad del acta y de las decisiones por haberse presentado los vicios de fondo enunciados taxativamente en el hecho quinto de la demanda y como ya se dijo, si se analizó el tema de la modulación, pero no medio pronunciamiento con respecto a los vicios citados en la parte final de la página quinta y comienzo de la página sexta de la demanda; ello es, la composición del consejo de administración, la incongruencia en la lista de asistentes y votantes, el quórum que se vio afectado con la votación del señor GABRIEL FERNANDO MEJÍA, LA APROBACIÓN DEL PROYECTO DE INSTALACIÓN DE CONTADORES DE ENERGÍA INDEPENDIENTES PARA LA TORRE DE OFICINAS AFECTANDO EL FONDO GENERAL DE RESERVA EN DETRIMENTO DE LOS COPROPIETARIOS DE INMUEBLES UBICADOS EN EL SECTOR COMERCIO. 

Tampoco medió pronunciamiento alguno sobre EL HECHO DE QUE SE VALIDARON RETROACTIVAMENTE LAS DECISIONES ADOPTADAS EN LA ASAMBLEA EXTRAORDINARIA DE FECHA 25 DE NOVIEMBRE DE 2008, QUE TRATAN DEL PRESUPUESTO DEL AÑO 2008, DECISIÓN QUE FUE RETROACTIVA CUANDO TRATÁNDOSE DE UN PRESUPUESTO DEBERÍA DE REGIR HACIA EL FUTURO y finalmente se aprobaron obras generales para ambos sectores (comercio y oficinas), tomando recursos indiscriminadamente del fondo general de reserva sin tenerse en cuenta que estos recursos deben dividirse en fondos especiales que benefician a cada sector en la forma contemplada en el reglamento y en los primeros párrafos de este hecho quinto; con lo anterior, igualmente se atentó en contra del principio de congruencia de la sentencia con respecto a los hechos y pretensiones, ya que no todas fueron decididas según lo expuesto. 

Finalmente, reprocha el monto de las agencias en derecho.
En esta instancia, inicialmente, se declaró desierto el recurso de apelación, pero por auto del 24 de mayo pasado se revocó tal decisión y se ordenó que por Secretaría se diera el traslado respectivo. No obstante, el a quo, sin que existiera norma que así lo impusiera, había ordenado tal traslado en primera instancia, previo al envío del expediente al Tribunal, oportunidad que aprovechó la parte accionada para manifestar lo siguiente: 

1. Respecto al hecho que el “señor Gabriel Fernando Mejía hubiese votado con 6 poderes, cuando sólo podía representar a los propietarios de 5 inmuebles, incluido el propio”. Según el acta impugnada el representa a cinco propietarios cumpliendo el mandato establecido en el parágrafo único del artículo 54 de la escritura pública nro. 6420 de 24 de octubre de 1986 cuyo texto literal es el siguiente: “” Una misma persona no puede representar más de cinco (5) propietarios….”. En el ejercicio del voto con su propio bien privado no puede hablarse de representación y por tanto es equívoca la afirmación que hace el señor apoderado de incluido el propio. Además, qué incidencia tiene ese hecho en la votación cuando el presupuesto objetado fue aprobado por unanimidad y no por mayoría.

 2. La atribución de la copropiedad de aplicar el texto de la escritura pública 8424 de 10 de mayo de 1999, que contiene la posibilidad de celebrarse la asamblea general una hora después de la frustrada de primera convocatoria, se deduce de una reforma estatutaria aprobada por la asamblea general y que consta en una escritura pública que por el hecho de no haberse registrado no le hace perder su vigencia frente a cualquier propietario que tiene la obligación de conocerla. El demandante no es un tercero, es un propietario y la ignorancia de la ley no le sirve de excusa. Además, no existe disposición legal alguna en el régimen de propiedad horizontal que prohíba aplicar una decisión estatutaria simplemente organizacional de la asamblea no inscrita y los particulares pueden hacer aquello que no les esté expresamente prohibido. 

3. Respecto al numeral cuarto del recurso de apelación presentado por el apoderado de la parte demandada me permito manifestar que la incongruencia de la lista de votantes y el quórum que se vio afectado por la votación del señor Gabriel Fernando Mejía, son hechos que no aparecen probados en el proceso. Además, la proposición de validar retroactivamente una decisión de asamblea anterior sin que se afirme la causa de ello no afecta la totalidad de las decisiones de la asamblea sino que es una decisión que como tal puede ser objeto de controversia y no existe disposición legal alguna vulnerada porque el hecho nada tiene que ver con el presupuesto aprobado. Es una proposición aprobada con base en la autonomía de la asamblea general. 

4. Sobre la observación contenida en el punto cuarto, le informo al tribunal que el demandado nunca ha estado de acuerdo con las costas que se le imponen en ninguno de los procesos que ha adelantado contra la copropiedad y que un lapso de 11 años entre otras cosas, prolongado permanentemente por el mismo apoderado, son suficientes para imponer unas costas como las que aprobó el juez de conocimiento.

III. CONSIDERACIONES

1. Como tarea liminar en la técnica del fallo, compete al juez el ocuparse de la constatación de la estructuración de lo que en doctrina se conoce como presupuestos procesales porque en ellos estriba la validez de la relación jurídica procesal. Significa lo anterior que, en presencia de algún defecto de tales presupuestos, se impone o bien un mero despacho formal o bien, la anulación de la actuación. De acuerdo con la doctrina los presupuestos procesales, no son otros que la demanda en forma, la competencia del juez, la capacidad de las partes y la legitimación procesal o aptitud de las partes, bien por sí, ora a través de vocero judicial para el ejercicio de “ius postulandi”; los anteriores presupuestos se reúnen a cabalidad en el plenario. En cuanto a las condiciones materiales para fallo de mérito, reducidas a la legitimación en la causa e interés para obrar como meras afirmaciones de índole procesal resultan aceptables en principio para el impulso del proceso.
2.  La Corte Constitucional en sentencia T-035 de 1997 examinó las características del régimen de propiedad horizontal indicando en especial que el reglamento de propiedad horizontal “es un negocio jurídico mediante el cual las partes, en condiciones de igualdad, pactan libremente las estipulaciones correspondientes y deciden sobre los derechos disponibles, como a bien lo tengan”, sin que ello signifique que pueda trascender o regular sobre los derechos fundamentales, tales como la intimidad o la autonomía.  He aquí lo pertinente: 

“De esta manera, puede afirmarse, entonces, que el régimen de propiedad horizontal tiene, entre otras, las siguientes características:

Es una forma de dominio sobre unos inmuebles, en virtud de la cual una persona es titular del derecho de propiedad individual sobre un bien y, además, comparte con otros la titularidad del dominio sobre ciertos bienes denominados comunes, necesarios para el ejercicio del derecho que se tiene sobre el primero.

Los bienes comunes están compuestos por aquellos necesarios para la existencia, seguridad y conservación del conjunto, con los cuales se pretende facilitar el uso y goce de cada uno de los inmuebles por sus respectivos propietarios y demandan el uso ordinario para el cual existen, con un correlativo respeto a la utilización legítima por parte de todos los demás propietarios. En lo que hace a los bienes de dominio particular, se tiene que estos pueden ser utilizados con cierta libertad y autonomía por parte de sus propietarios, pero bajo la forma prevista por el reglamento de copropiedad o a falta de éste en consonancia con los propósitos para los cuales se encuentra destinado el edificio, dada su naturaleza (Ley 182 de 1948).

Esta forma de propiedad otorga, entonces, una serie de derechos al propietario de un bien, tales como gozar de los bienes comunes para aquello que fueron concebidos (circular u otros derechos similares) y su dominio se encuentra en cabeza de una comunidad (Ley 182 de 1948) o de una persona jurídica creada para ese fin (Ley 16 de 1985).

De otro lado, el régimen de propiedad horizontal impone también obligaciones para el propietario que tienen que ver con aquellas conductas cuya observancia resulta indispensable para que la modalidad de la propiedad cumpla a cabalidad sus objetivos. Son obligaciones de los propietarios, por ejemplo, pagar las cuotas (ordinarias y las extraordinarias) correspondientes para cubrir adecuadamente los gastos en que se incurra para mantener los bienes comunes, de manera que cumplan con sus finalidades.

Además, el régimen de propiedad horizontal puede imponer limitaciones al ejercicio de la propiedad que se tiene sobre el bien individual con el objeto de conservar la armonía de la comunidad o las características de la misma. Igualmente, podrá establecer restricciones a la destinación que se le otorgue al inmueble, más allá de las regulaciones que las autoridades hayan establecido para los usos del suelo del sector del cual se trate.

El conjunto de derechos, deberes y limitaciones mencionados se concretan en un reglamento de copropiedad exigido por la ley, adoptado por la unanimidad de los propietarios, el cual debe elevarse a escritura pública y registrarse en el folio de matrícula inmobiliaria de cada uno de los inmuebles sometidos a él.

En este sentido, el citado reglamento constituye un negocio jurídico mediante el cual las partes, en condiciones de igualdad, pactan libremente las estipulaciones correspondientes y deciden sobre los derechos disponibles, como a bien tengan. Sin embargo, las características propias del mismo y la circunstancia de que en él se pueden comprometer derechos constitucionales fundamentales obliga a señalar que las mencionadas estipulaciones tienen que sujetarse a unas reglas mínimas de proporcionalidad, razonabilidad y objetividad, ajustadas a los mandatos constitucionales a fin de garantizar la convivencia pacífica entre copropietarios y vecinos, ante el goce legítimo de los derechos que en la comunidad se ejercitan, para así armonizarlos de manera que el ejercicio de los derechos de unos se limite por el ejercicio de los demás.

Por lo tanto, el contenido del reglamento de copropiedad no podrá ir más allá de la regulación de los derechos que exige el mantenimiento de la comunidad, de aquello que resulte necesario para su existencia, seguridad y conservación, y con las limitaciones mencionadas; así las cosas, no podrán ser oponibles, por virtud del mismo, cláusulas relativas a derechos que no trascienden el ámbito de lo privado y que por tanto forman parte del núcleo esencial de derechos como la intimidad o la autonomía privada, sobre los cuales se admiten excepciones cuando entran en conflicto con los derechos de los demás o el orden jurídico. A contrario sensu, los derechos que trascienden ese espacio íntimo pueden ser objeto de regulación más amplia, siempre bajo los parámetros que imponen los principios y valores del ordenamiento constitucional.

Esos límites procuran evitar que en las decisiones que se adopten en la asamblea general de copropietarios se violen los derechos de las minorías a través de la votación impositiva de la mayoría.” 

3. La Escritura 6041 del 29 de noviembre de 1982 otorgada en la Notaría Quince de Medellín contiene la constitución del Reglamento de Propiedad Horizontal del Conjunto Comercial Almacentro Propiedad Horizontal, que como se señaló en la demanda fue modificado por documento de la misma naturaleza, el 6420 de octubre de 1986, de la Notaría Quince de Medellín, y ambos actos debidamente inscritos en la oficina de registro de instrumentos públicos.
Al dar respuesta a la demanda, el apoderado de la accionada dijo que existía otra reforma al reglamento, la contenida en la Escritura Pública 824 del 10 de mayo de 1999 de la Notaría Octava de Medellín, que no fue llevada al registro inmobiliario y que tenía por finalidad, según su texto, elevar a escritura pública “las reformas estatutarias aprobadas en Asambleas de Copropietarios y que varían el reglamento, así:
“(i) El artículo 14 adicionando con locales señalados y alinderados, que siguen siendo bienes de uso común con el carácter de convencionalmente afectos a la destinación que determine la asamblea de copropietarios. Los artículos 15 literal e y 16 numeral 2º literal c).  Estas modificaciones aprobadas en acta de la reunión de 24 de noviembre de 1998. 
(ii)  El artículo 30 relativo a la vigencia del presupuesto y a su incremento máximo. Aprobado en Asamblea celebrada el 12 de marzo de 1999.

(iii) La instalación de un ascensor panorámico en la Torre de Oficinas, lo que implicaba efectuar modificaciones en los accesos peatonales de oficinas sobre la Avenida San Diego.

(iv) Las reformas aprobadas en Asamblea de 21 de marzo de 1990: El artículo 103 sometiendo a decisión judicial, en los términos del artículo 8 de la Ley 16 de 1985, ciertas controversias, y finalmente, el artículo 64 relativo a la convocatoria, norma que constituye el eje central de esta controversia y que es del siguiente tenor:
4. Está claro que dicho acto escriturario no se llevó al registro inmobiliario, por lo que el apoderado de la accionada al formular alegatos de primera instancia manifestó que existían dos tesis en torno a la necesariedad de inscribir en la oficina de registro tales reformas, una de ellas, la que pregonaba que no era indispensable hacerlo, y fue precisamente la acogida por el a quo, lacónicamente, como  se expresó en el acápite correspondiente a la sentencia que ahora revisa el Tribunal, y que conviene repetir en este, lo siguiente:

“..importante precisar que, si bien es cierto a manera de principio y de parámetro general las reformas se deben inscribir, ello es necesario con la finalidad de brindar publicidad frente a terceros, los reglamentos -sic- o las reformas del reglamento de propiedad horizontal que son adoptados por la comunidad producen efectos al interior de esa comunidad de copropietarios”. Negrillas intencionales.
5. Obvio que todo Reglamento de propiedad horizontal, ese negocio jurídico como lo llama la Corte, una vez protocolizado en la oficina notarial debe llevarse al registro inmobiliario, pues sólo así quedará constituido el régimen de propiedad horizontal. 

De otro lado, en cuanto a la obligatoriedad de inscribir las reformas, contrario a lo alegado por el apoderado de la propiedad horizontal demandada, sí existe en la ley que hoy regula esta especie de propiedad, la obligación de inscribir las reformas que se hagan al reglamento de propiedad horizontal. 
En efecto, el artículo 51 de la ley 675 de 2001 que regula las funciones del administrador, señala que: “La administración inmediata del edificio o conjunto estará a cargo del administrador, quien tiene facultades de ejecución, conservación, representación y recaudo. Sus funciones básicas son las siguientes: [9]. Elevar a escritura pública y registrar las reformas al reglamento de propiedad horizontal aprobadas por la asamblea general de propietarios, e inscribir ante la entidad competente todos los actos relacionados con la existencia y representación legal de la persona jurídica” – subrayas no son del texto- 

Lo anterior, para significar que es insostenible la tesis pregonada por la accionada y acogida, se itera, ligeramente por el a quo. 
6. Las leyes 182 de 1948 y 16 de 1985 habían sido reglamentadas por el decreto 1365 de 1986, que en el artículo 5º estableció que “Para todos los efectos legales, se entenderá constituido el régimen de propiedad horizontal, una vez se eleve a escritura pública y se inscriba en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos correspondiente, la licencia de construcción, la reforma de la misma, o su equivalente en los términos del artículo 2 del presente Decreto y el Reglamento de Administración de la Propiedad Horizontal, el cual deberá contener al menos lo siguiente… 14. Requisitos que deben cumplirse para introducir reformas al Reglamento de Administración de la Propiedad Horizontal.

El 31 se refirió a la funciones del Administrador, indicando que “Sin perjuicio de sus facultades legales ni de las que sobre el particular dispongan las leyes, decretos, reglamento de administración de la propiedad horizontal o sus reformas, el administrador tendrá las siguientes funciones:…” Protocolizar las reformas al Reglamento de Administración de la Propiedad Horizontal aprobadas por la Asamblea General de Propietarios y aquellos actos o documentos para los cuales se reunirá esta formalidad”, pero su actividad no podía limitarse a la simple protocolización de las reformas, por eso se reiteró al final de la norma que también tenían “Las demás que le imponga la ley, el Reglamento de Administración de la Propiedad Horizontal, la Asamblea u otro organismo si fuere para ello delegado por la Asamblea”.

7.  En sentencia SC3540-2021 Radicación n.° 11001-31-03-015-2012-00647-01, del pasado 17 de septiembre, indicó la Corte en punto al sistema registral inmobiliario, en lo pertinente que:  

“3.2.2. Con el Título XLIII del estatuto privado, a la postre derogado por el decreto 1250 de 1970, se asignó a la inscripción la tarea de «dar publicidad» y «[d]ar mayores garantías de autenticidad y seguridad de los títulos, actos o documentos que deben registrarse, haciendo intervenir en su guarda y confección un número mayor de funcionarios y precaviéndolos de los peligros a que quedarían expuestos si la constancia de tales actos, títulos y documentos existiera en sólo una oficina» (numeral 3° del artículo 2637).

Por manera que, ya desde el sistema consagrado en el C. Civil se tenía claro la existencia de principios registrales
, es decir, de aquellas ideas fundamentales que servía de base al sistema inmobiliario:

(i)  servir de medio de tradición de los bienes inmuebles y demás derechos reales constituido sobre ellos (art. 756 C. Civil).

(ii) Servir de medio de prueba para la adquisición de los derechos reales relativos a inmuebles.

(iii) Publicitar los actos y contratos que trasladen el domino de los inmuebles o los graven o los limiten

(iv) revestir de autenticidad los actos o contratos así inscritos.

(v) Servir como medio de seguridad para negocios jurídicos sobre inmuebles.  

Continúa diciendo la Corte que:

“Para la satisfacción de estas necesidades se dispuso un registro descentralizado, adelantado en todas las capitales de territorios y lugares en que existieran notarías (artículo 2638), por medio de libros ordenados alfabéticamente por el nombre de los inmuebles e intervinientes en el acto sujeto a registro (artículo 2644).

El asiento se efectuaría imponiendo «una nota al pie del título expresando la fecha en que se ha verificado la inscripción o registro, y el folio o folios del libro o libros en que consta aquella diligencia» (artículo 2669), constituyéndose en una condición necesaria para hacer fe en juicio (artículo 2673)

“…

El Código Judicial de 1931, en sintonía, prescribió que «[l]a escritura pública, para ser estimada como prueba, se presenta por las partes en copia autorizada por el funcionario encargado del protocolo y con la nota de haberse hecho el registro en la forma debida» (artículo 630); y ordenó que «[p]ara acreditar la suficiencia de un título registrado, cuando, la ley hable de títulos de esa naturaleza, se presenta el título mismo con la correspondiente nota de registro; y se acompaña también un certificado del respectivo registrador de instrumentos públicos en que se exprese que el registro del título designado por su número y fecha no ha sido cancelado por ninguno de los tres medios indicados en el artículo 789 del Código Civil; y que los registros anteriores al actual, comprendidos en un período de diez años, se han cancelado, al tenor del mismo artículo, hasta llegar al último registro».

3.2.3. Por la ley 40 de 1932, sobre reformas civiles al registro y matrícula de la propiedad y nomenclatura urbana, se hicieron algunos cambios al procedimiento existente, centralizando las anotaciones en las cabeceras municipales, con una organización de los inmuebles diferenciada entre rurales y urbanos, pues los primeros eran listados por su nombre, mientras que los segundos por su nomenclatura (artículo 21)

Si bien se dio cabida a la matrícula inmobiliaria, por medio de páginas destinadas exclusivamente a cada fundo (artículo 24), lo cierto es que su funcionamiento dependía de que los titulares lo solicitaran ante la autoridad registral, o fuera necesario realizar la anotación de alguno de los actos señalados en la ley (artículo 22).

Este sistema de anotaciones carecía de integridad, lo que impedía otorgarles plena credibilidad sobre la titularidad del dominio, en tanto nada impedía que existieran títulos registrados en el sistema anterior sin reflejo en el nuevo. De allí que el certificado del registrador sólo sirviera para demostrar la existencia de la matrícula y los actos glosados en el mismo.

3.2.4. Con el decreto 1250 de 1970 se crearon las matrículas como se conocen en la actualidad, basadas en folios individuales (artículo 5°), imponiéndose el registro de todos los actos que pudieran afectar el dominio, para lo cual debía entregarse una copia del documento a registrar a la autoridad encargada (artículo 18)”.

8. Señala el Tribunal que para el momento en que se hizo la reforma del reglamento de propiedad horizontal no inscrita, se recuerda escritura  824 del 10 de mayo de 1999 de la Notaría Octava de Medellín, se encontraba vigente el decreto 1250 que establecía que estaba sujeto a registro “Todo acto, contrato, providencia judicial, administrativa o arbitral que implique constitución, declaración, aclaración, adjudicación, modificación, limitación, gravamen, medida cautelar, traslación o extinción del dominio u otro derecho real principal o accesorio sobre bienes raíces, salvo la cesión del crédito hipotecario o prendario.” (art. 2º) –y en punto a la propiedad horizontal, al establecer que el folio de matrícula inmobiliaria constaba de seis secciones o columnas, destinó la “Tercera columna, para para la anotación de las limitaciones y afectaciones del dominio: usufructo, uso y habitación, servidumbres, condiciones, relaciones de vecindad, condominio, propiedad horizontal, patrimonio de familia inembargable”.(art. 7)

En el artículo 43 se señalaba “Ninguno de los títulos o instrumentos sujetos a inscripción o registro tendrá mérito probatorio, si no ha sido inscrito o registrado en la respectiva oficina, conforme a los dispuesto en la presente ordenación, salvo en cuanto a los hechos para cuya demostración no se requiera legalmente la formalidad del registro”. Y el 44 desarrollaba el principio de publicidad así: “Por regla general ningún título o instrumento sujeto a registro o inscripción surtirá efectos respecto de terceros, sino desde la fecha de aquél”.

Finalmente, la rectora de la jurisdicción ordinaria indicó:

“3.2.5. La ley 1579 de 2012, por la cual se expide el estatuto de registro de instrumentos públicos y se dictan otras disposiciones, acentuó los rasgos del decreto 1250 de 1970, pero con mayor dosis de seguridad jurídica frente a la información contenida en el registro, al punto que consagró como uno de sus objetivos «[d]ar publicidad a los instrumentos públicos que trasladen, transmitan, muden, graven, limiten, declaren, afecten, modifiquen o extingan derechos reales sobre los bienes raíces» (literal b del artículo 2°). Así se advierte en el precepto 3°, al consagrar como reglas fundamentales del sistema que «[s]olo son registrables los títulos y documentos que reúnan los requisitos exigidos por las leyes para su inscripción» (literal b del artículo 3°) y que «[l]os asientos registrales gozan de presunción de veracidad y exactitud, mientras no se demuestre lo contrario» (literal d ídem)”

9. Luego, si el régimen de propiedad horizontal es, como lo dijo la  Corte Constitucional en sentencia T-035 de 1997, ya citada, ese negocio jurídico mediante el cual las partes, en condiciones de igualdad, pactan libremente las estipulaciones correspondientes y deciden sobre los derechos disponibles, como a bien lo tengan, negocio jurídico que requiere inscripción, al mismo tiempo cualquier modificación que el a él se le hiciera antes de la ley 675 de 2001 exigía la misma requisitoria: Aprobación en asamblea de copropietarios, protocolización e inscripción en el registro inmobiliario, al fin de cuentas sigue siendo una limitación al dominio, y especialmente, en acatamiento de las normas registrales ya señaladas, que señalaban que actos estaban sujetos a registro, y desarrollaban los principios registrales de publicidad y el mérito probatorio. 
A lo anterior asaz para, como ya se advierte, la revocatoria del fallo recurrido se agrega lo débil de la argumentación, que de todas maneras existió, del a quo, pues ¿Cómo oponer a quienes adquirieron unidades de dominio privado con posterioridad a las asambleas, o a la simple protocolización reformas que no están inscritas en el folio real?  En la escritura no llevada a registro se incluyeron temas diferentes a la simple modificación de la convocatoria para segunda asamblea ordinaria, y según la tesis del a quo, todas ellas con plenos efectos entre los copropietarios. 
Resultada fallida la asamblea del 27 de marzo de 2009 por falta de quorum deliberatorio, debía darse aplicación al artículo 41 de la ley 675 de 2001, “Si convocada la asamblea general de propietarios, no puede sesionar por falta de quórum, se convocará a una nueva reunión que se realizará el tercer día hábil siguiente al de la convocatoria inicial, a las ocho pasado meridiano (8:00 p.m.),..” y al no hacerlo son nulas todas las decisiones tomadas en dicha reunión.
10. En conclusión, se revocará el fallo recurrido y en su lugar se declarará la nulidad de todas las decisiones tomadas en la asamblea del 27 de marzo de 2009.  Costas en ambas instancias a cargo de la parte demandada.
V. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto la SALA CUARTA DE DECISIÓN CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, administrando Justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, REVOCA la sentencia de fecha, origen y naturaleza ya relacionada y en su lugar se DECLARA LA NULIDAD ABSOLUTA DE TODAS LAS DECISIONES TOMADAS EN LA ASAMBLEA DE COPROPIETARIOS DEL CONJUNTO COMERCIAL ALMACENTRO PROPIEDAD HORIZONTAL. REALIZADA EL 27 DE MARZO DE 2009. Costas en ambas instancias a cargo de la demandada.
Se precisa que la presente providencia fue discutida y aprobada en sesión virtual nro 40 de la fecha por todos sus integrantes, la misma contiene la firma digital de quienes la conforman, atendiendo las directrices trazadas por el Consejo Superior de la Judicatura ante la emergencia presentada por la Covid-19. 
NOTIFÍQUESE
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Magistrado
(ausente con justificación)
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PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA

Magistrada

� Ponencia de Marta Cecilia Angarita Pineda en  http://www2.congreso.gob.pe/sicr/cendocbib/con3_uibd.nsf/CFAF70EB33741DEF052579BC0077075A/$FILE/sistema_registral_Colombia.pdf


� Sent. cit.
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